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Expte Nº288/2015 “JUZGADO DE INSTRUCCION EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL DE 4º NOM. S/OFICIO DANDO CUENTA DE LA IMPUTACIÓN DE LA ESC. MIRTA DEL CARMEN ACOSTA S.S.S FALSEDAD IDEOLOGICA Y OTRO E.P. DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA ”. 
Santiago Del Estero,             de Diciembre de 2.019.-
       Y Visto:el Recurso Extraordinario interpuesto por la Escribana Mirta Del Carmen Acosta, en contra de la Resolución de la Sala Notarial de fecha 30/05/2018(fs.105/108),para resolver su admisibilidad.


  Y Considerando:I) Que a fs.2/9 del Cuadernillo de Recurso Extraordinario,comparece la escribana Mirta Del Carmen Acosta con el patrocinio letrado del Dr. Diego L. Lindow y la Dra.Malena Bustos e interponen Recurso Extraordinario Federal en los términos del art. 14 de la Ley 48,en contra del Acuerdo de la Sala de Superintendencia del Notariado de fecha 30/05/2018, por el cual se rechazó el Recurso de Revocatoria que atacaba la sanción de suspensión por el término de seis meses; solicita que se haga lugar al planteo formulado en base a las consideraciones de hecho y derecho que expone.



Refiere, que el remedio intentado cumple con los requisitos exigidos legalmente para su admisibilidad.



Manifiesta,que la resolución que cuestiona y por la cual se agravia,emana del Superior Tribunal de Justicia -Sala Notarial- órgano judicial de máxima jerarquía en la Provincia y reviste el carácter de sentencia equiparable a definitiva por sus efectos, toda vez que causa un agravio de insuficiente o imposible reparación ulterior.


   Agrega, que existen cuestiones federales afectadas por el decisorio recurrido,:a) Defensa en Juicio. b) Viola el principio de proporcionalidad y/o prohibición en exceso.c) Derecho a Trabajar, etc. Sostiene que se ha realizado una errónea interpretación y aplicación de la Ley 3.662 de la Provincia de Santiago Del Estero que regula la función notarial. Así también, considera que se han violentado tanto el principio de la doble instancia de manera arbitraria y como el derecho al recurso, lo que lo coloca en un estado de indefensión.


   Afirma, que la vulneración de su derecho a trabajar con motivo de la sanción impuesta, la cual considera excesiva, afecta cualquier otro ámbito o actividad donde pretenda desarrollarse laboralmente por la investidura fedataria que posee. 


Por lo expuesto, concluye solicitando que se revoque la resolución de la Sala de Superintendencia del Notariado, mediante la cual se dispuso la sanción de suspensión por el término de seis meses sin justificación alguna violentando claramente la normativa antes mencionada.


II)Que a fs.17/18 obra el dictamen del Señor Fiscal quien manifiesta que, el recurso ha sido entablado en tiempo oportuno,en contra de una sentencia emanada del más Alto Tribunal provincial que reviste carácter de definitiva. Agrega, que el recurrente invoca que se encuentran en juego cuestiones de naturaleza constitucional, limitándose a formalizar las discrepancias con lo decidido sin realizar el relato de la causa y la relación concreta de la cuestión federal con los hechos relevantes de la misma. Que dicha discrepancia no resulta suficiente para habilitar la vía extraordinaria pretendida. Recalca, que reiteradamente se ha sostenido que la mera invocación de normas constitucionales no habilitan la instancia federal y que en el caso sub-examine los agravios vertidos por el ocurrente solo conduce al examen de la interpretación y aplicación de las circunstancias del hecho de la causa -la sanción impuesta- refuta la fundamentación de la sentencia pero remitiéndose a cuestiones de hecho y prueba, se agravia de la sanción impuesta por el Tribunal,consecuencia del sumario administrativo. Por lo expuesto, aconseja rechazar el recurso intentado en razón no encontrarse reunidos los requisitos formales para su admisibilidad.



 A fs. 19, obra el pase a estudio del Tribunal, por lo cual la cuestión queda en estado de ser resuelta.  

        III)Que en primer lugar, corresponde analizar si se han cumplido los recaudos que tornan admisible el remedio federal intentado por el recurrente, a saber: que la resolución recurrida revista la calidad de sentencia definitiva emanada del más Alto Tribunal provincial; que haya sido interpuesto en el plazo exigido por la legislación procesal;que se haya efectuado la pertinente reserva del caso federal; y que surja del planteo efectuado la existencia de una “cuestión federal” que habilite la apertura del remedio extraordinario.
         IV)Que adentrándonos en el estudio en particular de cada uno de los recaudos formales mencionados, cabe afirmar que la sentencia recurrida reviste la calidad de resolución definitiva pues emana  del más Alto Tribunal de la provincia,puesto que pone fin al trámite del sumario iniciado en contra del recurrente.  



Por otro lado, según surge de las constancias de autos (cédula de fs.110 del expediente principal y cargo de fs. 2 del cuadernillo)que el recurso fue interpuesto dentro del plazo de diez días fijado por el art. 257 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación, con lo cual queda cumplimentado el requisito de presentación temporánea.



 Asimismo, corresponde controlar si ha realizado la reserva del caso federal oportunamente, es decir, en cada una de las etapas de la litis o en caso que ello no hubiera sido previsible, en la primera oportunidad en que pudiese vislumbrar la existencia de un planteo que cuestione la inteligencia de normas superiores. Según surge de las constancias del expediente principal,se ha efectuado la pertinente reserva del caso federal en el descargo (fs.28/31 expte. Principal),por lo que cabe tener por cumplimentado dicho recaudo de admisibilidad formal. 



V) Cabe por último, adentrarnos en el análisis del último de los recaudos enumerados supra: si surge del planteo efectuado por la recurrente la existencia de una “cuestión federal” que habilite la revisión por parte del máximo Tribunal Nacional. 


   Así, la doctrina nos enseña “Llamase así a las (cuestiones) que versan sobre la interpretación de normas federales o de actos federales de autoridades de la Nación, o a cerca de los conflictos entre la Constitución Nacional y otras normas o actos de autoridades nacionales o locales” (Ymaz Esteban y Rey Ricardo, El Recurso Extraordinario, Edit. Abeledo‑Perrot, Bs.As., 2000,pág. 77). 



La finalidad específica del recurso extraordinario consiste por lo tanto en la defensa de las normas superiores dictadas por las autoridades nacionales, en aquellos casos en que pudieren encontrarse comprometidas, o existir una contradicción entre las mismas y una norma o acto de una autoridad de jerarquía inferior, hipótesis enumeradas en los tres incisos del art. 14 de la Ley 48. Es por ello que la Carta Magna Nacional otorga competencia en razón de la materia a la Corte Suprema de la Nación y a los tribunales federales para entender en aquellos casos en que se encuentren comprometidas las normas de la Constitución Nacional y “las leyes que en su consecuencia se dicten”, como “ley suprema de la Nación” (art 31 C.N.).En éste marco, es dable recordar que es deber del Estado velar por el correcto y adecuado desenvolvimiento del ejercicio de las actividades profesionales, en especial de los que ejercen la función notarial. Para lograr el desarrollo ordenado y decoroso de las profesiones liberales, el Estado, en uso del poder de policía, ha reglamentado su ejercicio mediante el dictado de distintas normas regulatorias que determinan los respectivos derechos y deberes, como también el correspondiente régimen disciplinario (Cfr. Bielsa, Rafael, “Derecho Administrativo”, 6ª ed. actual., Bs. As., 1980, t. IV, nº 784, p. 230; Bidart Campos, Germán, “Tratado elemental de derecho constitucional argentino”, Ediar, Bs. As., 1989, t. I, ps 511/512; Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho Administrativo”, 3ª ed. actual., Abeledo Perrot, Bs. As., 1980, t. IV, p. 563 y ss.; S.C.B.A., causa I.-1314, sent. del 16/07/91).


La reglamentación a que puede someterse el ejercicio de las profesiones liberales, ofrece un aspecto esencial tratándose de los escribanos, porque la facultad que se les atribuye de dar fe a los actos que celebren conforme a las leyes, constituye una concesión del Estado acordada por la calidad de funcio​nario o de oficial público que corresponde a los escribanos de registro, y esa atribución o concesión de facultades tan delicadas tiene su necesario correlato en las exigencias y sanciones que la reglamentación contiene, en el sentido de revocar aquel atributo cuando la conducta del notario se aparte de los parámetros que la ley establece para tutelar el interés público comprometido.
Que en ese sentido, el art. 96º de la Ley Notarial vigente en la provincia, establece que “el gobierno del notariado será ejercido por el Tribunal de Superintendencia y por el Colegio Notarial en la forma que establece ésta ley y la reglamentación”. 
         Que respecto a la competencia, el Art. 98º establece en forma expresa que “compete a la Superintendencia del Notariado: 1. Confirmar, rechazar y/o modificar las resoluciones emitidas por el Colegio Notarial que aconsejen sanciones sobre toda denuncia o asunto relativo a la responsabilidad disciplinaria y funcional de los notarios. A cuyo efecto, podrá solicitar medidas para mejor proveer y en caso que estime pertinente, disponer la suspensión preventiva de la matrícula profesional por el término de 30 días o hasta que se resuelva la cuestión.
       Así también, y sin perjuicio de lo expuesto corresponde puntualizar que si bien el texto de la Ley 3.662 no acuerda recurso extraordinario contra las decisiones de Superintendencia del Notariado, en el articulo 100 de la misma expresa que: “las resoluciones de Superintendencia del Notariado serán irrecurribles”, sin  embargo ésta Excma. Sala en cuestiones referidas al ejercicio de la función notaria, admite el tratamiento de las mismas cuando se invoquen agravios de carácter federal que prima facie guarden relación directa con la cuestión litigiosa. 
       Aclarado éstos aspectos legales y procedimentales  y teniendo en cuenta las manifestaciones de la recurrente,la cual dice que se agravia de la decisión adoptada por la Sala Notarial que culminó con el sumario administrativo iniciado en su contra, como consecuencia de su supuesta participación del delito de Falsedad Material de instrumento público ( art. 292, 1º párrafo y art. 297 del C.P),cuya causa también se vincula con las acciones iniciadas en sede civil, mediante incidente de redargución de falsedad; cabe resaltar en primer lugar, que en éste ámbito el sumario se tramitó con el respeto a los principios constitucionales de la defensa en juicio y debido proceso legal. En cuanto al requisito de la “cuestión federal” antes mencionado, la mera discrepancia de la recurrente con lo decidido no habilita la vía extraordinaria y la invocación y transgresión de preceptos constitucionales, remiten solo al examen de cuestiones de hecho y prueba, ajenas por su naturaleza al recurso en estudio, en efecto, no puede considerarse suficientemente cumplido el supuesto indispensable para el progreso del remedio pretendido, en virtud de la falta de vinculación directa de normas federales con la causa que se ventila. Ello se deduce, toda vez que omite un relato claro y sucinto de los hechos relevantes de la causa, de la cuestión federal que se debate y la relación que habría entre ésta y aquellos. 

       En efecto, no se advierte prima facie contradicción alguna con las normas nacionales que éste remedio procesal está llamado a proteger y la apelación extraordinaria en estudio, no cuenta con argumentos de entidad suficiente para sustentar la invocación del vicio que se endilga. 

      Por todo lo expuesto, y oído que fuere el Ministerio Fiscal, Se Resuelve: I)Denegar la concesión del Recurso Extraordinario Federal interpuesto por la escribana Mirta Del Carmen Acosta, en los autos de referencia; II)Notifíquese. Fdo.Dr. Eduardo Federico López Alzogaray. Presidente; Dres.Gustavo Adolfo Herrera, Vocal.Luis Maria Lugones Aignasse.Vocal. Ante Mi: Ana Isabel Navarro. Secretaria de Superintendencia del Notariado. Es copia fiel de su original que se reserva por Secretaria.Doy Fé.-
cabe señalar, que el sumario se tramitó con el respeto a los principios constitucionales de la defensa en juicio y debido proceso legal, en consecuencia, se advierte la ausencia de cuestión federal, dado que la impugnación extraordinaria en estudio, no cuenta conargumentos de entidad suficiente para sustentar la invocación del vicio que se endilga. 
         Conforme los fundamentos vertidos, y al no encontrarse reunidos los presupuestos necesarios para la admisibilidad formal de la vía intentada, corresponde su rechazo lo que así se declara.  
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